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PROGRAMA DE TRABAJO EN FOMENTO A LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

El documento se presenta a continuación tiene por objeto dar a conocer la estrategia de fomento a la participación ciudadana de la SUBDERE, tendiente a promover la instalación en los distintos niveles de gobierno, de espacios efectivos de participación en el diseño, evaluación y control de las políticas públicas. 

La Unidad de Acción Estratégica del Gabinete es responsable de diseñar e implementar acciones e instrumentos de fomento a la participación para cumplir con este propósito. Como apoyo a la gestión de la Unidad se ha creado un grupo inter-divisional de fomento a la participación conformado por profesionales de las Divisiones de Desarrollo Regional, Municipalidades y Políticas y Estudios. 

DEFINICIONES CONCEPTUALES

La participación ciudadana en políticas públicas corresponde a la acción a través de la cual la ciudadanía, tanto organizada como de forma individual, se hace parte de los procesos de toma de decisiones sobre cuestiones que le afectan. 

Argumentos a favor de la participación 

Uno de carácter instrumental que señala que la participación de los ciudadanos fortalece la gestión pública, incrementa la eficiencia y la eficacia de las decisiones y mejora la calidad de las políticas públicas que se implementan desde el nivel local. A este nivel se valora sobre todo la participación de individuos y organizaciones en la implementación de programas sociales a través de su contribución tanto en recursos humanos, físicos y financieros (cogestión).También valora el aporte para la toma de decisiones que resulta de generar sintonía de prioridades entre los ciudadanos y el Estado, cuando se les consulta respecto de sus necesidades (focalización). 

El otro argumento releva el aporte de la participación en el fortalecimiento de la ciudadanía y la extensión del ejercicio de derechos ciudadanos. La participación aparece como un fin en sí mismo, vinculado a la profundización de la democracia. Esta apuesta radica en la valoración de lo público como el espacio para la interacción de los ciudadanos con el Estado, el rescate de la dimensión de integración social que tiene la participación y la necesaria relación entre participación y derechos de ciudadanía.

Argumentos contrarios o críticos a la participación
El cuestionamiento más habitual a las propuestas tendientes a incrementar la participación ciudadana en las políticas públicas esgrime razones operativas tales como el mayor tiempo y costo asociado a la participación y las dificultades que conlleva la incorporación de más actores y argumentos en los procesos de toma de decisiones. 

Un argumento más de fondo que se ha venido instalando progresivamente en el debate sobre el tema, es el que cuestiona el rol de la participación ciudadana como respuesta a la crisis de los canales tradicionales de representación política establecidos por los sistemas democráticos representativos. Este es un argumento pertinente, que debe ser considerado en el diseño de un plan de trabajo de fomento a la participación.

Niveles de participación 

Es posible distinguir al menos cuatro niveles de participación: 

· Información: las autoridades generan espacios para mantener a la ciudadanía informada respecto de las actividades que realizan. Pueden informar también acerca de sus definiciones estratégicas y los recursos disponibles para la gestión. 

· Consulta: las autoridades abren espacio de consulta a la opinión de la ciudadanía sobre determinadas materias a modo de audiencias públicas, cabildos, plebiscitos, etc. 

· Decisión: si la consulta es vinculante, los ciudadanos participan también en la toma de decisiones. Puede tratarse de una participación acotada a una decisión particular o extenderse a un amplio rango de acciones y decisiones de la gestión local, como ocurre por ejemplo, cuando se dan procesos de planificación participativa.

· Control social: las autoridades rinden cuentas a la ciudadanía respecto de los compromisos establecidos y esta última posee algún margen de facultades para vetar a las autoridades en caso de incumplimiento, tales como la promoción de mociones de censura o la solicitud de remoción de una autoridad.  

Nuestro concepto de participación

Una sociedad civil fuerte es condición necesaria para una democracia estable y desarrollada. Sólo en la medida en que los ciudadanos se comprometen activamente en la construcción del futuro de su país será posible generar sintonía entre las diversas necesidades de la sociedad y la permanente misión del Estado de contribuir al bien común. Esa alianza debe fundarse en el convencimiento de que Chile somos todos. 

Del mismo modo, una democracia sólida requiere una ciudadanía activa y vigilante, en la que el control ciudadano asegure más transparencia y participación en la gestión de gobierno. La pertinencia y la eficacia de las políticas públicas están ineludiblemente vinculadas al protagonismo de los ciudadanos en su diseño, ejecución y evaluación.

Resulta indispensable, por lo tanto, renovar el compromiso por un diálogo franco y abierto entre los ciudadanos y sus autoridades, en la que las múltiples organizaciones de la sociedad civil se constituyan en la base del poder social, contribuyan a la defensa de los intereses de la mayoría, estimulen las formas de participación ciudadana y aporten propuestas en la formulación de políticas públicas.
Programa de Gobierno Presidenta M. Bachellet

Nuestro compromiso con el Programa de la Presidenta Bachellet se traduce en la instalación de un concepto de participación exigente, que apunta a abrir espacios para que los ciudadanos influyan efectivamente en las decisiones sobre políticas públicas a nivel regional y local.  Se trata de superar los niveles meramente informativos y consultivos para instalar mecanismos de consulta efectiva, decisión y control social sobre las políticas públicas de los niveles subnacionales de gobierno. 

Ello en el entendido que en la medida que se generan espacios de participación efectivos, reales y vinculantes, se fortalece la sociedad, se vitaliza la ciudadanía y se sientan las bases para una distribución más equitativa del poder de decisión sobre los asuntos públicos. 

No es tarea de esta Subsecretaría capacitar ni fortalecer directamente a las organizaciones sociales de base, ni implementar acciones tendientes al fortalecimiento de la sociedad civil. No obstante, el concepto de participación que subyace a este plan de trabajo asume que la participación de carácter vinculante reporta beneficios tanto para el mejoramiento de la calidad, eficiencia y eficacia de las políticas, planes y programas, como tendientes a la construcción de un vínculo más directo entre Estado y ciudadanía y con ello, a la profundización democrática. 

El fomento de la participación ciudadana apunta a instalar canales formales de interlocución entre los distintos niveles del Estado y los ciudadanos, de modo tal que estos últimos puedan progresivamente influir en las distintas fases involucradas en los procesos de toma de decisiones -diseño, ejecución y seguimiento-  y ejercer un control social sobre las políticas públicas.

PRINICIPIOS ASOCIADOS A LA ESTRATEGIA DE INTERVENCIÓN PROPUESTA

De acuerdo con el concepto de participación expuesto, la estrategia de intervención que orienta este plan de trabajo se basa en los siguientes principios: 

Mínimos universales

Hay ciertos niveles mínimos de participación que deben instalarse universalmente, es decir, en todos los municipios, gobiernos regionales o unidades territoriales que corresponden. Estos mínimos son: oficinas de información, reclamos y sugerencias (OIRs) y mecanismos de difusión, información y comunicación masiva tales como boletines, páginas web, cuentas públicas y  mecanismos de consulta a la ciudadanía. 

Se trata, en general, de mecanismos y dispositivos existentes por ley, pero que sabemos que no operan en la práctica del modo deseado. El desafío radica, en consecuencia, en asegurar su óptimo funcionamiento, para lo cual se trabajará en: 

· Auspiciar las modificaciones legales pertinentes a la LOCMUN, a través del proyecto de Ley sobre Participación Ciudadana actualmente en discusión el Congreso. 

· Ofrecer apoyo técnico a los municipios que explican su dificultad para instalar los mecanismos de participación ciudadana establecidos por ley, por déficit de gestión.

· Apoyar la instalación de la infraestructura básica requerida para la correcta difusión, información y comunicación entre el municipio y la ciudadanía. 

· Profundizar el impacto de los instrumentos de cuentas públicas regionales y locales como instrumento de información a la ciudadanía.

“Máximos” con carácter  piloto

El aseguramiento universal de mínimos de participación es necesario pero insuficiente. Resulta clave avanzar también en la instalación de instrumentos que permitan la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones y generar instancias de control social asociadas a la rendición de cuentas. 

Ejemplos de estas estrategias son las cartas ciudadanas, los presupuestos participativos regionales y locales, la incorporación activa de la ciudadanía en los procesos de planificación.

Para ello se comenzará por identificar, en conjunto con los gobiernos subnacionales, aquellos instrumentos más adecuados y pertinentes a cada realidad (regional, territorial y local) de modo tal de asegurar la existencia de compromiso institucional para la instalación del/los instrumentos priorizados. Una vez definido y validado el instrumento se ofrecerá apoyo técnico a los gobiernos subnacionales interesados para su implementación.

Instalación de la prioridad

Los mecanismos antes señalados deben ser entendidos como instrumentos de apoyo a la gestión participativa, es decir, como un medio para el fomento de la participación para el mejoramiento continuo de la gestión, más que como un fin en sí mismo. 

Por eso es que tanto en aquellos lugares donde se verifiquen experiencias de trabajo y compromiso con el fomento de la participación ciudadana, como en aquellos donde no exista tal voluntad, se considera prioritario avanzar en la instalación de la prioridad, dando a conocer las bondades asociadas a la participación y entregando herramientas prácticas para su fomento y desarrollo.   

La estrategia debe ser sostenida en el tiempo evitando la realización de eventos aislados sin continuidad. Se propone realizar talleres de trabajo, mantener un vínculo permanente las Unidades de Control Regional (UCR) para obtener retroalimentación sobre los procesos iniciados, ofrecer acceso a capacitaciones y vincular estas acciones con las estrategias de mínimos y máximos antes mencionadas. 

No reemplazar canales tradicionales de representación 

Hemos dado cuenta del creciente cuestionamiento al “exceso de ciudadanía” y eventual reemplazo de los canales tradicionales de representación por la participación ciudadana, presentes en el debate público. Acogiendo esta preocupación, la estrategia de fomento a la participación de la SUBDERE procurará cautelar que los procesos de participación impulsados no tensionen las funciones y atribuciones de los Consejeros Regionales ni de los Concejales Municipales. 

En términos prácticos ello aplica sobre todo para las iniciativas de fomento a la participación en las formulaciones presupuestarias. Se trata de cautelar: i) el compromiso previo de consejeros y/o concejales al momento de apoyar un proceso de presupuesto participativo; ii) la correcta información a las organizaciones ciudadanas acerca del rol de los organismos representativos en la sanción o priorización definitiva de proyectos de inversión; iii) el levantamiento de una gama de propuestas más amplia que el margen de acción de consejeros y concejales, de modo tal de mantener abierto el espacio de decisión y priorización política que compete a los representantes. 

Procesos de planificación e inversión

Los procesos que se visualizan como instrumentos más apropiados para la instalación de dinámicas de gestión participativa a nivel regional y local son los de planificación e inversión. Es en torno a estos procesos que se trabajará en la estrategia de implementación de “máximos” pertinente a las diversas realidades territoriales: 

· Procesos de planificación: incorporar mecanismos de participación en los niveles de información, consulta, decisión y control en la elaboración, ejecución y seguimiento de Estrategias de Desarrollo Regional, Planes de Desarrollo Territorial, Planes de Desarrollo Comunal, Planes Reguladores, Cartas Ciudadanas.

· Procesos de inversión: incorporar mecanismos de información y consulta en la formulación de los presupuestos y control asociado a los compromisos públicos establecidos por las autoridades regionales o locales.   
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